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Tercero. En relación con las alegaciones del recurrente
se ha de señalar en primer lugar, que el art. 15.c) de la Ley
13/1999, de 15 de diciembre, de Espectáculos Públicos y
Actividades Recreativas de Andalucía, dispone que los espec-
tadores y asistentes a los espectáculos públicos y actividades
recreativas tendrán derecho a que se les facilite y utilizar los
impresos oficiales de quejas y reclamaciones de acuerdo a
los requisitos y en las condiciones exigibles en la normativa
de aplicación en materia de defensa de los consumidores.

En justa correspondencia el art. 20.13 de la citada Ley
13/1999 señala que se considera falta grave la carencia de
dichos impresos oficiales, de acuerdo con los requisitos y en
las condiciones exigibles en la normativa de aplicación en
materia de defensa de los consumidores.

Pues bien, y en relación con lo anteriormente indicado,
consta en el expediente la denuncia de la policía local en
la que se indica que el citado establecimiento carece del Libro
de Reclamaciones y que se habían negado a facilitarlo (se
entiende que por causa de dicha carencia). Dichos hechos
gozan de la presunción de veracidad en los términos previstos
en el art. 137.3 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre,
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del
Procedimiento Administrativo Común, y el art. 17.5 del Real
Decreto 1398/1993, de 4 de agosto, que contiene el Regla-
mento del procedimiento para el ejercicio de la potestad
sancionadora.

Frente a ello, el recurrente se limita a manifestar que
sí disponía de dichos impresos aunque la incomprensión del
idioma por parte de la empleada inmigrante impedía el
proporcionarlo.

Respecto a estas alegaciones concretas se ha de indicar,
en primer lugar, que el recurrente no aporta prueba alguna
-ni tampoco lo hizo, ni la señaló, en las alegaciones al acuerdo
de iniciación, lugar adecuado para ello-.

Consecuentemente, se considera que el testimonio apor-
tado por la Administración Local supone una base probatoria
suficiente para destruir la presunción de inocencia de la
recurrente, máxime teniéndose en cuenta que la recurrente
no ha aportado prueba alguna en su favor.

No obstante, incluso en el supuesto de que se hubiera
demostrado lo alegado, es lo cierto que la Ley 13/1999 realiza
una remisión a la legislación en materia de consumo. Dicha
legislación, entonces aplicable (artículo 15 de la Ley 5/1985,
de 8 de julio, de Consumidores y Usuarios, en relación con
los artículos 2.º y 5.º del Decreto 171/1989, de 11 de julio,
por el que se regulan las hojas de quejas y reclamaciones
de los consumidores y usuarios en Andalucía) exige que todos
los establecimientos o centros que comercialicen bienes y pro-
ductos o presten servicios en Andalucía deberán tener a dis-
posición de los consumidores y usuarios un libro de “quejas
y reclamaciones” y que dicha disposición se tendrá que realizar,
en cualquier momento en el que lo solicite el consumidor.
Actualmente, el art. 18.1 de la Ley 13/2003, de 17 de diciem-
bre, de Defensa y Protección de los Consumidores y Usuarios
de Andalucía, también indica que dicho libro deberá estar
a disposición de los consumidores y usuarios.

Consecuentemente, no es suficiente con la mera exis-
tencia del Libro de “Quejas y Reclamaciones”, sino que éste
debe estar a disposición de los consumidores y usuarios, en
cualquier momento. Es decir, dicho libro debe estar apto y
pronto para que pueda ser usado.

Por tanto, la imposibilidad de suministrar de los citados
impresos por incomprensión del idioma de la empleada, y
dada la finalidad de la norma, equivale en la práctica a la
carencia de los mismos, circunstancia que conlleva la apre-
ciación de la infracción sancionada.

A todo ello es preciso añadir que tras la sentencia del
Tribunal Constitucional 76/90, de 26 de abril, queda en evi-
dencia -aunque se trate en materia tributaria-, que no existe
un régimen de responsabilidad objetiva. Por el contrario, sigue
rigiendo el principio de culpabilidad (por dolo, culpa o negli-

gencia grave y culpa o negligencia leve o simple negligencia),
principio que excluye la imposición de sanciones por el mero
resultado y sin atender a la conducta diligente del con-
tribuyente.

En relación con esta cuestión se debe señalar que para
colocar al frente del establecimiento a una determinada per-
sona en un momento dado, es preciso asegurarse, previa-
mente, de que ésta dispone de los conocimientos mínimos
idiomáticos adecuados para relacionarse con el público, de
tal forma que el no hacerlo -como sería el caso de haberse
probado-, se estaría incurriendo, como mínimo, en una negli-
gencia inexcusable en quien pretende lucrarse con la explo-
tación de un establecimiento hostelero. Esta falta de cuidado,
tal y como hemos visto en el párrafo anterior, no exime de
la responsabilidad que la infracción conlleva.

Por último, siendo una obligación del titular del estable-
cimiento disponer en todo momento lo necesario para que
el Libro de Hojas/Reclamaciones pueda ser utilizado de inme-
diato por el cliente, y existiendo una persona responsable en
el momento en que sucedieron los hechos -situada allí con
la conformidad del titular-, es lógico y racional que no pueda
aceptarse la alegación del recurrente de que se debió acudir,
con la lógica espera dada su ausencia, al encargado o al mismo
recurrente, ya que en dicho supuesto se vería frustrada la
finalidad del propio Libro.

Vistos los preceptos citados, concordantes y demás de
general y especial aplicación

R E S U E L V O

Desestimar el recurso de alzada interpuesto por don Antonio
González Cano, en nombre y representación de la entidad deno-
minada «Malacor de Hostelería, S.L.”, confirmando la Resolución
del Ilmo. Sr. Delegado del Gobierno de la Junta de Andalucía
en Córdoba de fecha 1 de julio de 2003 y recaída en el expe-
diente sancionador núm. CO-37/2003-EP (S.L. 14.762).

Notifíquese a la interesada con indicación de los recursos
que procedan. El Secretario General Técnico (por Decreto
199/2004). El Dtor. Gral de Espectáculos Públicos y Juego.
Fdo: José Antonio Soriano Cabrera.»

Contra la presente Resolución, que agota la vía admi-
nistrativa, se podrá interponer recurso contencioso-adminis-
trativo en el plazo de dos meses a contar desde el día siguiente
al de su notificación o publicación, ante los correspondientes
órganos judiciales de este orden, todo ello de conformidad
con lo dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/1998, de
13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Ad-
ministrativa.

Sevilla, 18 de octubre de 2004.- El Jefe del Servicio de
Legislación, Manuel Núñez Gómez.

ANUNCIO de la Secretaría General Técnica, Servicio
de Legislación, por el que se notifica la resolución adop-
tada por el Secretario General Técnico al recurso de alzada
interpuesto por doña María del Carmen Montero Rosado,
en nombre y representación de Juegos Monros, S.L., con-
tra otra dictada por el Delegado del Gobierno en Cádiz,
recaída en el expediente CA-83/03-MR.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.5 de
la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común, e intentada sin efecto la notificación personal
al recurrente doña María del Carmen Montero Rosado en nom-
bre y representación de «Juegos Monros, S.L.» de la resolución
adoptada por el Secretario General Técnico, al recurso admi-
nistrativo interpuesto, contra la dictada por el Delegado de
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Gobierno de la Junta de Andalucía en Cádiz, por la presente
se procede a hacer pública la misma, al no haberse podido
practicar en su domicilio, reproduciéndose a continuación el
texto íntegro.

Se le comunica que el expediente administrativo se
encuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de
esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla),
pudiendo acceder al mismo previa acreditación de su iden-
tidad.

«En la ciudad de Sevilla, a veintiocho de julio de dos
mil cuatro.

Visto el recurso de alzada interpuesto y con base a los
siguientes

ANTECEDENTES DE HECHO

Primero. El procedimiento sancionador CA-83/03-MR tra-
mitado en instancia se fundamenta en el acta levantada por
miembros de la Unidad del Cuerpo Nacional de la Policía,
adscrita a la Comunidad Autónoma de Andalucía, de fecha
25.4.03, por comprobación de los agentes de que en el esta-
blecimiento denominado “Bar Capacha”, sito en C/ Herrete,
27, de la localidad de Medina Sidonia (Cádiz), se encuentra
instalada y en funcionamiento, la máquina recreativa Tipo B,
modelo Santa Fe Lotto, con serie y número 01-21775, la
cual carece de la autorización de explotación para el local
donde se encontraba instalada y por lo tanto constituyendo
una supuesta infracción a la vigente normativa sobre Máquinas
Recreativas y de Azar.

Segundo. Tramitado el expediente en la forma legalmente
prevista, fue dictada resolución por el Ilmo. Sr. Delegado del
Gobierno de la Junta de Andalucía en Cádiz, por la que se
imponía a la entidad denunciada, la sanción consistente en
una multa 4.508 E, como responsable de una infracción a
lo dispuesto en el artículo 25.4 de la Ley 2/86, de 19 de
abril, del Juego y Apuestas de la Comunidad Autónoma de
Andalucía, y en el artículo 23 del Reglamento de Máquinas
Recreativas y de Azar, aprobado por Decreto 491/96, de 19
de noviembre, tipificada con el carácter de grave en el artículo
29.1 de la Ley 2/86, de 19 de abril, y artículo 53.1 de dicho
Reglamento.

Tercero. Notificada oportunamente la resolución sancio-
nadora, la mercantil interesada interpone recurso de alzada,
cuyas alegaciones, en síntesis, son las siguientes:

- Que por error administrativo se puso la máquina en
funcionamiento, creyendo que la documentación había sido
presentada en Gobernación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I

Esta Secretaría General Técnica es competente, por dele-
gación de la Excma. Sra. Consejera de Gobernación realizada
por Orden de 30 de junio de 2004 (BOJA núm. 140, de
19.7.2004), para conocer y resolver el presente recurso, a
tenor de lo dispuesto en los artículos 114.1 de la Ley de
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Pro-
cedimiento Administrativo Común (en adelante LRJAP-PAC),
y 39.8 de la Ley del Gobierno y la Administración de la Comu-
nidad Autónoma de Andalucía, en relación con el Decreto del
Presidente 11/2004, de 24 de abril, sobre reestructuración
de Consejerías, el Decreto 199/2004, de 11 de mayo, por
el que se aprueba la Estructura Orgánica de la Consejería
de Gobernación.

I I

Sobre el fondo del recurso, y teniendo en cuenta las ale-
gaciones planteadas por la empresa recurrente en las que vuel-
ve a reiterar las realizadas durante la tramitación del presente
expediente sancionador, hemos de significar que este proce-
dimiento se ha iniciado por cometerse un hecho típicamente
antijurídico, por cometerse una infracción a lo dispuesto en
el artículo 25.4 del Reglamento de Máquinas Recreativas y
de Azar considerado como infracción grave en el artículo 29
de la Ley 2/86 y por lo tanto lo que debe hacer la Admi-
nistración es sancionar el ilícito administrativo que se ha come-
tido, pues es la encargada de velar por el buen funcionamiento
de la actividad del Juego, concluyendo que no se puede ejercer
una actividad hasta que no se expide por la Delegación corres-
pondiente el documento que otorgue ese derecho.

En este sentido, se expresa la sentencia del Tribunal Supe-
rior de Justicia de Andalucía, -aunque referida al anterior regla-
mento, igualmente válida- de 20.1.1997: “No son atendibles
desde luego dichos argumentos, haciendo nuestras las exten-
sas consideraciones de la Resolución aquí revisada, el boletín
de instalación debidamente sellado es exigido no sólo por el
Reglamento sino por la propia Ley (artículo 25.4), de modo
que sin aquél, la máquina no puede ser explotada aunque
cuente con el resto de los requisitos exigidos.(...) (...) Por
ello aunque una máquina cuente con la debida autorización
para su explotación y esté al corriente del pago de tasas e
impuestos requiere por mandato legal y reglamentario un requi-
sito más, el boletín de instalación debidamente sellado, de
tal manera que sin aquél la máquina no puede ser explotada,
sin que la petición de solicitud sea suficiente, debiendo esperar
a su obtención para poner en explotación la máquina en cues-
tión en el establecimiento donde se pretenda instalar”. Tam-
bién, en este sentido se expresa la de 27 de enero de 1997.

Esta postura sigue manteniéndose en la actualidad por
el Tribunal Superior de Justicia de Andalucía, con sede en
Granada, donde en su sentencia de 24 de abril de 2001,
determina que “La constatación de que al día en que se cursa
la visita de los inspectores de juego al local donde se hallaban
instaladas las máquinas recreativas, el 14 de febrero de 1994,
ya se habían solicitado por la mercantil demandante a la Admi-
nistración competente los correspondientes boletines de ins-
talación, es evidente que no habilita a la actora para la puesta
en funcionamiento de las de las referidas máquinas al faltar
uno de los requisitos exigibles para su autorización y explo-
tación correspondientes, al actuar de este modo, la mercantil
demandante actuó por la vía de hecho sin que ninguna norma
amparara su modo de actuar, lo que contraviene a las dis-
posiciones contenidas en el Decreto 181/1987 por el que
se regula el Reglamento de Máquinas Recreativas, en particular
lo que orden a su artículo 46.1, incurriendo así en la comisión
de una infracción grave. Es más, el hecho de que la actora
hubiera solicitado los boletines de instalación de las máquinas
a que se refiere este recurso, no hace otra cosa que poner
de manifiesto que no contaban con dicha documentación y,
sin embargo, se encontraban en explotación al momento de
ser cursada”.

III

En cuanto a la responsabilidad de la empresa operadora,
esta viene expresamente determinada en el artículo 57.1 del
Reglamento de Máquinas Recreativas y de Azar, en relación
con el artículo 31.8 de la Ley 2/86, de 19 de abril.

Respecto al error que dice haber padecido, aparte de que
en nada cambiaría el hecho de la explotación indocumentada
de la máquina, debemos recordar lo que nos dice la sentencia
del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía de 22 de sep-
tiembre de 2000, según la cual “no es admisible que una
empresa operadora alegue ignorancia sobre las normas regla-
mentarias reguladoras de la actividad que constituye su objeto
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social”, no pudiendo la mercantil expedientada alegar dicho
error, y por lo tanto debemos desestimar las alegaciones por
considerar que la sanción se ajusta a derecho, adecuándose
al principio de legalidad y tipicidad, -principios presentes en
todo procedimiento sancionador-, debido principalmente a la
gravedad de los hechos que se han considerado probados,
dándose la circunstancia que la mercantil interesada no ha
aportado ningún documento o prueba fehaciente que acredite
la ausencia de responsabilidad en los hechos por los cuales
se abrió el correspondiente expediente administrativo.

Y las circunstancias concretas del caso pueden servir,
para realizar una valoración ponderada de la sanción a impo-
ner, graduando la debida adecuación entre la gravedad del
hecho constitutivo de la infracción y la sanción aplicada, como
así se requiere en el art. 131.3 de la Ley 30/1992, y en
el artículo 55.2 del Reglamento, lo que no pueden conducir
es a la exención de la responsabilidad por la infracción admi-
nistrativa cometida, máxime cuando en el presente expediente
sancionador se han valorado todas las circunstancias atenuan-
tes de la acción, y así se estableció en el fundamento cuarto
de la resolución impugnada.

Todo lo expresado hasta ahora, conlleva la necesidad de
confirmar la sanción impuesta por ser acorde con la infracción
cometida, ya que la graduación de las sanciones debe hacerse
aplicando la legislación vigente y haciendo una calificación
con la infracción y la sanción que se señala expresamente.

Vistos la Ley 2/86, de 19 de abril, del juego y apuestas
de la Comunidad Autónoma de Andalucía, el Reglamento de
máquinas recreativas y de azar, aprobado por Decreto 491/96,
de 19 de noviembre, y demás normas de general y especial
aplicación,

R E S U E L V O

Desestimar el recurso interpuesto por doña María del Car-
men Montero Rosado en representación de la empresa ope-
radora “Juegos-Monros, S.L.” confirmando, en todos sus extre-
mos, la resolución recurrida.

Notifíquese al interesado, con indicación expresa de los
recursos que procedan. El Secretario General Técnico (por
Decreto 199/2004) El Dir. Gral. de Espectáculos Públicos y
Juego. Fdo.: José Antonio Soriano Cabrera.»

Contra la presente Resolución, que agota la vía admi-
nistrativa, se podrá interponer recurso contencioso-adminis-
trativo en el plazo de dos meses a contar desde el día siguiente
al de su notificación o publicación, ante los correspondientes
órganos judiciales de este orden, todo ello de conformidad
con lo dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/1998, de
13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Ad-
ministrativa.

Sevilla, 18 de octubre de 2004.- El Jefe del Servicio,
Manuel Núñez Gómez.

ANUNCIO de la Secretaría General Técnica,
Servicio de Legislación, por el que se notifica la reso-
lución adoptada por el Secretario General Técnico al
recurso de alzada interpuesto por don Guillermo Cer-
vera Bachiller, en nombre y representación de Ngo-
varin, SL, contra otra dictada por el Delegado del
Gobierno en Jaén, recaída en el expediente 23091/02.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.5 de
la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común, e intentada sin efecto la notificación personal
al recurrente don Guillermo Cervera Bachiller en nombre y
representación de «Ngovarin, S.L.», de la resolución adoptada
por el Secretario General Técnico, al recurso administrativo

interpuesto contra la dictada por el Delegado del Gobierno
de la Junta de Andalucía en Jaén, por la presente se procede
a hacer pública la misma, al no haberse podido practicar en
su domicilio reproduciéndose a continuación el texto íntegro.

Se le comunica que el expediente administrativo se
encuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de
esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla),
pudiendo acceder al mismo previa acreditación de su iden-
tidad.

«En la ciudad de Sevilla, a 27 de octubre de 2003.

Visto el recurso de alzada interpuesto y sobre la base
de los siguientes antecedentes:

Primero. La Delegación del Gobierno de la Junta de Anda-
lucía en Jaén dictó la Resolución de referencia, resolviendo
reclamación formulada por consumidor.

Segundo. Contra la anterior Resolución, la interesada
interpone recurso de alzada, en el que, en síntesis, alegó lo
que a su derecho estimó oportuno.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero. Esta Secretaría General Técnica es competente,
por delegación del Excmo. Sr. Consejero para conocer y resolver
el presente recurso, a tenor de lo dispuesto en el artícu-
lo 114.1 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común, y artículo 39.8 de la Ley 6/1983, de
21 de julio, del Gobierno y la Administración de la Comunidad
Autónoma, en relación con el Decreto del Presidente 6/2000,
de 28 de abril, sobre reestructuración de Consejerías, el Decre-
to 138/2000, de 16 de mayo, por el que se aprueba la estruc-
tura orgánica de la Consejería de Gobernación, modificado
por los Decretos 373/2000, de 18 de mayo, y 323/2002,
de 3 de septiembre, y la Orden de 18 de junio de 2001,
artículo 3.4, por la que se delegan competencias en diversas
materias en los órganos de la Consejería.

Segundo. Notificada la Resolución recurrida al interesado
el 20 de enero de 2003, interpone recurso de alzada en día
24 de febrero de 2003, según sello del registro general en
la Consejería de Gobernación en Jaén, por tanto, fuera del
plazo de un mes establecido para la interposición del recurso
de alzada en el artículo 115 de la Ley 30/92, de 26 de noviem-
bre, en su redacción dada conforme a la Ley 4/1999, de
13 de enero.

Teniendo en cuenta el carácter extemporáneo del recurso
presentado, no se entra a conocer del fondo del asunto.

Vistos los preceptos citados y normas de general y especial
aplicación,

R E S U E L V O

No admitir a trámite, por extemporáneo, el recurso de
alzada interpuesto por don Guillermo Cervera Bachiller en nom-
bre y representación de la entidad “Ngovarin, S.L.”, contra
Resolución de la Delegación del Gobierno de la Junta de Anda-
lucía en Jaén, de fecha referenciada, en consecuencia man-
tener la misma en sus propios términos.

Notifíquese al interesado, con indicación de los recursos
que procedan. El Secretario General Técnico, Fdo.: Rafael Can-
tueso Burguillos.»

Contra la presente Resolución, que agota la vía admi-
nistrativa, se podrá interponer recurso contencioso-adminis-
trativo en el plazo de dos meses a contar desde el día siguiente
al de su notificación o publicación, ante los correspondientes


